Fuero Contencioso, Administrativo y Tributario; Cámara de Apelaciones; Sala I; BLANCO TOTH MARIA EUGENIA. c/ GCBA Y OTROS. 21-12-2010. Causa Nº 33938-0
En la Ciudad de Buenos Aires, a los 21 días del mes de diciembre de 2010.- Y VISTOS: Estos autos, para resolver sobre el recurso de apelación interpuesto y fundado por la parte actora a fs. 54/5, cuyo traslado no fue replicado por la contraria, contra la imposición de costas establecida en la sentencia obrante a fs. 50. I. Al fundar su cuestionamiento con respecto a la imposición de costas efectuada en la instancia de grado, la parte actora sostuvo –en síntesis– que la sentencia carece de una fundamentación adecuada, ya que la Sra. jueza a quo resolvió “sin costas” sin expresar motivo alguno que sirva de apoyo a esa decisión, y que por otro lado dicha disposición equivale, según los dichos de la actora, a la imposición de costas por su orden. Manifestó que, por estas razones, las costas deben ser impuestas a la demandada, –según agrega–, en virtud del principio objetivo de la derrota. II.1. De las constancias de la causa surge que el día 28 de abril de 2009 la actora presentó una nota dirigida al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires ––Ministerio de Ambiente y Espacio Público–– solicitando cierta información relacionada con la tala indiscriminada de árboles en el Barrio de Colegiales y la falta de reconstrucción de las veredas afectadas, todo ello en violación a la Ley 1556 (cfr. fs. 13/5). La información —cuya presentación por parte del gobierno dió lugar a que la pretensión fuese declarada abstracta por la magistrada de primer grado— no fue proporcionada dentro del plazo de diez días hábiles establecido en el art. 7, ley 104, como tampoco dentro del plazo excepcional de prórroga del que se hizo uso, toda vez que se trató ––según señaló la demandada–– de un caso en que resultó difícil reunir la información en tiempo y forma legal. II.2. Ello así, este tribunal ha expresado en numerosas ocasiones que las costas en este tipo de procesos habrán de ser impuestas a la administración siempre que de las constancias de la causa surja que se encontraba en mora en oportunidad de interponerse la demanda. (Cam Apel. Cont. Adm. y Tributario CABA, Sala I, 26/10/2001, “Repetto, Roberto A. Vs. GCBA s/amparo”). Pues bien, la información fue proporcionada una vez vencido el plazo para hacerlo (fs. 20/44). De manera tal que la parte demandada incurrió en mora en su obligación de brindar la información de acceso público y, a su vez, obligó a la parte contraria a acudir a la jurisdicción a fin de lograr dicho acceso. III.- Por otra parte, cabe poner de resalto, que la naturaleza de la acción examinada resulta de índole predominantemente instrumental, en la medida en que sólo tiende a vencer la resistencia al cumplimiento de la obligación de informar y no tiene por cometido evitar o hacer cesar una lesión, restricción, alteración o amenaza de los derechos y/o garantías constitucionales o legales. La vinculación existente entre el derecho de acceso a la información –en el plano instrumental– y la protección de otro género de derechos –en el plano sustancial– ya ha sido resaltada anteriormente por este Tribunal (v. “Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Secretaría de Obras y Servicios Públicos s/ Amparo”, expte. nº 9903/00, pronunciamiento del 29/11/00, consid. “V”). Todo ello permite concluir que –sin perjuicio de sus peculiaridades– la naturaleza jurídica de la acción sub examine se aproxima a la del amparo por mora, ya que cabe concebir a este último como una pretensión tendiente a obtener una orden judicial de pronto despacho, cuando el órgano interviniente haya dejado vencer los plazos pertinentes sin dar cumplimiento a su obligación legal de contestar el requerimiento formulado por el interesado (v. esta Sala, in re “Argen X S.A. c/ G.C.B.A. s/ Amparo” exte. nº 37/00). IV.- Orientado en los principios enunciados, este Tribunal resolvió anteriormente que “...la imposición de costas constituye un resarcimiento por los gastos efectuados por quien se vio obligado a desarrollar una actividad para sustentar su postura y obtener el reconocimiento de su derecho” (esta Sala, in re “Cañado, María Alicia c/ G.C.B.A. –Dirección Gral. de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Amparo”, expte. 29/00, del 19/12/00), en el caso, para lograr la obtención de la información de acceso público conforme a las previsiones de la ley. A su vez, en el mismo antecedente se puntualizó que la alegación consistente en que la demandada no reviste el carácter de parte en el amparo por mora “...no tiene en consideración la circunstancia que fue la exclusiva negligencia de la Administración la que provocó el inicio, la tramitación de la acción, y el devengamiento de los gastos correspondientes, que no se podrían imponer al accionante so pretexto de posiciones doctrinarias...” (esta Sala, en el antecedente citado precedentemente). V.- En consecuencia, habiéndose establecido la procedencia de la imposición de costas en el marco de un proceso encausado bajo los términos de la ley 104 y ponderando que la demandante se vió obligada a deducir la acción a fin de vencer el silencio de la demandada, corresponde la imposición de costas a esta última. Así las cosas, si bien la Ley 104 de Acceso a la información no contempla expresamente la imposición de costas, de ello no se sigue que en el marco de una actuación judicial los gastos casuídicos que en ella se generan no puedan ser impuestos a las partes. Adicionalmente, cabe mencionar que el art. 5, ley 104, consagra la gratuidad del acceso a la información, previsión normativa que resultaría desoída si el particular que se ve forzado a recurrir a la justicia para obtener la información debiese afrontar las costas. En mérito a las consideraciones expuestas y normas legales citadas, el tribunal RESUELVE: Hacer lugar al recurso y, en consecuencia, revocar el pronunciamiento apelado. Sin costas en esta instancia, en virtud de la ausencia de contradicción. Regístrese y devuélvase, encomendándose al juzgado de origen el cumplimiento de las notificaciones pertinentes, conjuntamente con la providencia que haga saber la devolución de los autos. Se deja constancia que el Dr. Carlos F. Balbín no suscribe la presente por hallarse en uso de licencia..
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